María Teresa Restrepo Gallego Vs Protección Pensiones y Cesantías. Rad. 66001-31-05-001-2017-00277-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
CONSULTA A FAVOR DE COLPENSIONES / COMO ENTIDAD DESCENTRALIZADA RESPECTO DE LA QUE LA NACIÓN ES GARANTE / NO IMPORTA SI LA DECISIÓN ES TOTAL O PARCIALMENTE ADVERSA / NI APLICA ÚNICAMENTE CUANDO LA CONDENA SEA DE CARÁCTER ECONÓMICO.
El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. (…)
En el anterior orden de ideas, las sentencias proferidas en contra de Colpensiones, deben ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado- o el tipo de obligación que se le imponga, pues en tanto tenga a su cargo la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante…

… debe resaltarse que la consulta no opera a favor de Colpensiones solo cuando es condenada económicamente, pues la norma no hace distinción en ese sentido, en tanto señala que “serán consultadas las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación (…)”, lo cual indica que siempre que la decisión imponga una obligación a cargo de la entidad, sea esta de dar, hacer o no hacer, debe surtirse el grado jurisdiccional, pues en cualquiera de estos eventos existe una sentencia adversa.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Pereira, cinco de junio de dos mil diecinueve
Acta número       de 5 de junio de 2019
En la fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral No 2º del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), proceden a resolver el recurso de súplica, interpuesto por María Teresa Restrepo Gallego contra el auto proferido el 22 de marzo de 2019, por la Magistrada Olga Lucía Hoyos Sepúlveda por medio se ordenó la consulta a favor de Colpensiones de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso que adelante en contra de esa entidad y de Protección Pensiones y Cesantías cuya radicación corresponde al Nº66001-31-5-001-2017-00277-01.

ANTECEDENTES

Mediante auto de fecha 22 de marzo de 2019, la Magistrada ponente ordenó la consulta de la sentencia proferida dentro del proceso adelantado por la señora María Teresa Restrepo Gallego contra Protección S.A. y la Administradora Colombiana de Pensiones, por haber sido desfavorable a ésta, de acuerdo con lo previsto en el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007.
Inconforme con lo decidido, la parte actora formuló el recurso de súplica contra dicha decisión, argumentando que en la decisión de primer grado solamente se ordenó a Colpensiones aceptar en el régimen de prima media a la señora Maria Teresa Restrepo Gallego, además la funcionaria de primer grado, en su oportunidad, desestimó el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones al advertir que esta no era una condena en la que la Nación sea garante.  Al respecto añade que la orden impartida a ésta entidad, no reviste un detrimento patrimonial, pues el traslado de aportes ordenado sale de la cuenta individual de la demandante en el RAIS; además, si la nación fuera garante en este caso, necesariamente debía mediar la aprobación del Ministerio de Trabajo o de Hacienda.  En otras palabras, la consulta a favor de Colpensiones solo opera en los casos en los que la condena es de carácter económico, es de decir, cuando se trata de una obligación de dar. 
Refiere también, que al ser interpuesto el recurso de apelación por parte de Colpensiones, se releva a la Sala de hacer cualquier análisis de la sentencia en sede de consulta, pues no es función de la Corporación encargarse de la defensa de la entidad pública o del erario, ya que ello rompería con el principio de imparcialidad del proceso, en tanto se estaría acercando la Sala a la parte cuyo interés protege en detrimento de la contraparte.
Indica que si esa fuera la verdadera intelección de la norma, se entendería que al trabajador que le es adversa la sentencia, cuando su apoderado apela, también debería conocérsele el grado jurisdiccional de consulta respecto a aquéllos aspectos que no fueron abordados por su abogado.

Acota que además de contar con apoderado judicial, Colpensiones también tiene a su favor la intervención de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y la Procuraduría Delegada para asuntos laborales, entidades que fueron oportunamente citadas al proceso, por lo tanto, la intervención de la Sala desequilibra las cargas y ventajas de las partes en el proceso
CONSIDERACIONES

PROBLEMAS JURIDICOS.

¿La consulta a favor de Colpensiones solo es viable cuando es condenada a reconocer y pagar sumas de dinero?

Para resolver el interrogante formulado es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. DE LA OBLIGATORIEDAD DE SURTIR EL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA DE LAS SENTENCIAS EN CONTRA COLPENSIONES.

El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. –Negrilla fuera del texto-

La Sala de Casación Laboral en sede de tutela, indicó lo siguiente:

“con fundamento en las disposiciones de la L.100/1993 y las demás normas que la complementa, modifica y reglamenta, tales como los decretos 692/1994, 1071/1995, 832/9196  y la L.797 de 1993 que el Estado tiene la calidad de garante de las pensiones del régimen de prima media con prestación definida a cargo del extinto ISS, tesis que se reforzó con el primer inc. del A.L.001/2005 que adicionó el art. 48 constitucional según el cual “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional respetará los derechos adquiridos don arreglo a la Ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la Ley esté a su cargo” 

Así ha concluido en múltiples oportunidades, que la Nación sí garantiza el pago de pensiones, se itera, del régimen de prima media con prestación definida, de forma que debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta consagrado en el art. 69 del C.P.T. y S.S. para proteger el interés público que está implícito en las eventuales condenas por las que el Estado debe responder
”.

En el anterior orden de ideas, las sentencias proferidas en contra de Colpensiones, deben ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado- o el tipo de obligación que se le imponga, pues en tanto tenga a su cargo la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante, conforme las disposiciones citadas en el extracto jurisprudencial, dicha garantía operara a su favor.

Es más, tal es la protección al interés público, que la consulta a favor de las entidades descentralizadas en las que la Nación es garante, no se limita a aquéllas decisiones que le sean totalmente desfavorable a las demandadas, pues basta que resulten parcialmente condenadas, debiendo incluso surtirse, aun cuando haya sido interpuesto el recurso de apelación, en los puntos que no fueron objeto de la impugnación, tal y como lo consideró la Alta Magistratura en la decisión citada, indicando de manera contundente que las decisiones que por mandato de la Ley deben ser consultadas, no cobraran ejecutoria hasta tanto no se haya surtido dicho trámite, conforme lo consagrado en el artículo 331 del CPC.

Al respecto, dijo la Corporación en la misma providencia citada previamente:

“De la norma trascrita emerge con claridad que además de los recursos de que puedan ser objeto las providencias judiciales, existe un grado jurisdiccional de consulta llamado a ser activado, obligatoriamente, cuando: 

1. La sentencia de primera instancia fuere totalmente adversa a las pretensiones del trabajador, afiliado o beneficiario, si no fueren apeladas.

2. La decisión de primer grado fuere adversa a “la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante”.
En ese orden, una conclusión surge diáfana: la norma en su primer inciso contienen unas reglas diferentes a las consagradas en el segundo, así: 

(i) Para la  procedencia de la consulta conforme el primer inciso se requiere: (a) que la sentencia sea totalmente adversa al trabajador, beneficiario o afiliado y (b) que no sea apelada por éste.

(ii) Para la tramitación del referido grado jurisdiccional en los términos establecidos en el segundo inciso, basta con que la sentencia del a quo sea condenatoria -siendo indiferente si lo fue total o parcialmente-, e independientemente de que el fallo haya o no sido apelado -frente a todas o algunas de las condenas impuestas-, pues en todo caso opera la consulta, en tanto el colegiado de segundo grado tiene el deber de revisar, sin límites, la totalidad de las decisiones que le fueren adveras a La Nación, a las entidades territoriales, y descentralizadas en las que aquélla sea garante.” (Negrillas por fuera del original)
Ahora, debe resaltarse que la consulta no opera a favor de Colpensiones solo cuando es condenada económicamente, pues la norma no hace distinción en ese sentido, en tanto señala que “serán consultadas las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación (…)”, lo cual indica que siempre que la decisión imponga una obligación a cargo de la entidad, sea esta de dar, hacer o no hacer,  debe surtirse el grado jurisdiccional, pues en cualquiera de estos eventos existe una sentencia adversa.
1. EL CASO CONCRETO.
Tal como viene de verse, parece necesario hacerle caer en la cuenta al recurrente que la orden de consultar las sentencias adversas a Colpensiones, no deviene, como parece sugerirlo del interés de la sustanciadora, de asumir la defensa de la entidad o del erario, atentando contra la imparcialidad de la parte que representa, sino que surge de la expresa orden legal que regula el asunto, dirigida, sin lugar a dudas, a lograr la absoluta transparencia en todo lo que involucre los intereses de la nación.

Señalar que la magistrada sustanciadora lo que hizo fue alterar las cargas del proceso, tomando partido en favor del Colpensiones, constituye una inapropiada intelección de la figura jurídica de la consulta, pues como viene de verse es la propia legislación la que establece, no sólo tal garantía en favor de este tipo de entidades, aun y a pesar de que también haya previsto la intervención del Ministerio Público y de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, como medidas protectoras de los recursos de carácter público.
Tampoco resulta de recibo el argumento según el cual, por limitarse la sentencia a ordenar que la actora sea asumida como su afiliada, no puede hablarse de un detrimento patrimonial que requiera la garantía del Estado, por cuanto el artículo 69 del CPT solo exige, para que proceda la consulta, que la sentencia sea adversa a la entidad garantizada por el Estado y en este caso, no cabe duda que en efecto la decisión fue adversa a Colpensiones, pero sobre todo no cabe duda que ello tendrá implicaciones económicas, pues lo que finalmente quiere el actor –según lo pregona en los hechos 9 y 13- es que, con los dineros que hay en la cuenta de ahorro individual y con los que aporte hasta los 57 años de edad, y con los cuales, en el RAIS solo alcanzaría una pensión mínima, Colpensiones le otorgue una pensión mensual de $3.106.316.
Con fundamento en lo dicho, se coincide con la decisión proferida por la Magistrada ponente en el auto de fecha 22 de marzo de 2019, por lo que se denegará el recurso de súplica formulado.

Costas a cargo de María Teresa Restrepo Gallego.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Original del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR el recurso de súplica presentado por María Teresa Restrepo Gallego.
Costa a cargo de la recurrente.
Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Aclara voto
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